
.12 abril 1983r:o::::-Supl. al numo 87

¡

;

1,
1

9

1.0 Otorgar Bil amparo solicitado en lo que se refiere al de­
recho a un proceso· siD. -dilaciones indebidu, y, en su virtud,
reconocer que a los recl1l"ntnt&s '8 les ha vulnerada este ·de­
recho, para. cuyo restablecimiento la Sala Segunda de lo Con·
tenciosa·AdministraUvo de la Audiencia Territorial de Madrid
deberá adoptar las providencias necesarias para. la pronta de·
liberación y votación de la sentencia que ponga fin al proceso
ante ella seguido a instancia de los recurrentes y bajo el nu­
mero 1154/77.

aQ Denegar el ampa'l'o solicitado en cuanto a los otros de­
rechos l:¡uese han invocado en el presente proceso.

Publfquese esta sentencl,a. en el ..Boletín Oficial del Estado_.

Madrid a 14 de marzo de 1983.-Jerónimo Arozamena Ste~

rra......-:Francisco Rubio LIorente.-F'l"anciseo Tomás y Valiente.­
Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Firmados y
rubricados.

En atencIón. a todo lo expuesto. el Tribunal Constttuciona.l.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACJON ESPA&OLA•

Ha decidido:

PALLO

los meros efectos cautelares lo constituyó en la Delegación del
Ministerio de Haci&nda.: de Navarraj afectando la cantidad al re~
curso de casación contra ia sentencia número 14, procedimiento
815/1981 de la Magistratura de Trabajo número 2 de Navarra. y
constituyéndolo en favor de ésta y 00 del Presidente del Tribu­
na! Supremo.

e) Por auto de 8 de mayo de 1982, la Sala-Sexta del Tribunal
Supremo declaró desistido el recurao, dado que la Diputación
Foral había constituido el depóllito~a favor de la Magistratura
y no del Tribunal Supremo; contra este auto~se Interpuso re­
curso de súplica, en el que se invocó la vulneración del arUcu·
lo 24 de la CE, que fue desestimado por resolución de 2S de lunio
de 1~;a. noiificada a la Corporación recurrente el 28 de lunlo del
mismo ai\o.

La 'pretensión se fundamenta en la vulneración del artícu·
10 24 de la Constitución. El demandante sostiene que le ha sido
negada .la tutela iudiciai efectiva y seftala que, en reiterada
lurisprudencia qUe cita. los defectos de car4cter formal en la
constitución de depósitos para recurrir no han sido considerados
obstativos a la efectiva tutela. del Tribunal Supremo. Y en 81
mismo sentido entiende que el ariiculo 681.-4 de la Ley de Régi.
men Local (en virtud del cual las Corporaciones Locales están
exceptuadas de la presentación de cauciones, fianzas o depósi·
tos a.nte Tribunates de cualquier Jurisdicción) no ha sido de-­
rogado por el articulo 181 de la Ley de Procedimiento Laboral,
por lo qUe la.s Corporaciones Locales no cIebenaepositar cantide.d
alguna.

2. Por. providencia de 2 de septiembre de 1982 se acordó admi­
tir & trAmite la demanda y. requerir atentamente al I'rtbuoal
Supremo para que remitiese la.s actuaciones y emplazase a 1M
partes, con excepción de la recurrente que figura personada, &
lo que se dio cumplimiento, recibiéndose 188 actuaciones el 22
de septiembre de 1982. y personándose el Abogado del Estado
y el Procurador sedar Ga.udarillas Carmona. en nombre de don
Eduardo Gutiérrez de Ce.biedes. dándose, por. providencia de n
de octubre de 1982, un plazo de veinte dfas al Minlsterio Fiscal
y a laa partes para que formulasen lás alegaciones que a su de-
recho convinieran. ;

3. El Abogado del Estado, en escrito de 22 de noviembre de
1982, entiende:

e.) Que la excelentísima Diputación Foral de Navarra. es ti..
tular del derecho a 1& luri~icción establecida en el artículo 2-4
de 1& CE. que ha de atribuirse. de acuerdo con la doctrina sen­
tada en la sTC 4/1982, de 8 de febrero, a todos los sufetos. sean
personas fisícas o luridlcas, que tengan la capacidad para ser
parte en el proceso. - ,

b) Que no cabe,. en el 'mbito del amparo constitucional. en·
-traE' a valorar la interpretación efectuada por la Sala- Sexta del
Tribunal Supremo, entendiendo qUe el articulo 181 del TRPL
revoca el privilegio de exención de depósito Bstablectdo a favor
de· las Corpora.ciones Locales en el articulo 861.4 de la LRL, aun
cuando tal Lnterpretación sea discutible.

c) Que, sin embargo, ha de entenderse vulnerado el ar­
tículo 24 de la CE por 'las resoluciones Impugnadas en la me·
dida en que éstas entienden que el artículo 181 del TRPL impone
tener por desistida del re€:urso a la parte por el mero _hecho
de haberse constituido el depósito a dJaposición de la Magistra,.­
tura de Trabajo número 2· de Navarra (habIéndose, empero, he­
cho constar en el correspondiente impresa que dicho depósitCl
se constituía a efectos de interponer casación y habiéndose luego
entregado el -resguardo en la Secretaría del Tribunal Supremo)
en vez de hacerlo -a disposición del Tribunal Supremo-, A sU

razonabll! en que debe des'arroUarSe un pz:oceso-, y que como
tRI a.fecta. ai derecho del recurrente a obtener la tutela efectiva
de los Jueces y TribuJ),ales dentro de unos límites temporaltls
adecuados.

EN NOMBRE DEL REY
la 9iguiente

Sala Primera. R6curso de amparo número 278/1982.
Sentencia número 1Q/1983,~de 14 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don· Manuel Garda-Pelayo Alonso, Presidente¡ don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez de Ve1asco Vallejo, dolía Gloria Bagué
Cantón, don Rafael G6mez-Ferrer Morant y don ~n'ge1 Escudero­
del Corral, Magistrados, ha pronunciado

9902

la nottricaclón da.. la providencia de 30 de septiembre de 19B1
no se haya efectuado hasta el20 de abrtl del año siguiente, o
sea, hasta siete meses despt,lés, y que dic.ha tan tardia notifi­
cación' hubiera de ser provocada (con un tIempo de reacci6n to­
da'Via de tres. meses) por una nueva iniciativa de los deman~

dantas.
La cuestión aquí suscitada ha sido objeto de consideración

por parte de aste Tribunal en su sentencia de 14. de juUo de
1981 (recurso de amparo 8/1981. fundamentos Jurídicos 3 y 4;
•Boletín Ofici8'l del Estae1o. de 20 ele juUo), con invocación (en
aplicación del artículo 10,2, de la CE) de la Convención Eu­
ropea para la protecciOn de lo. derechos humanos y de las
libertades fundamentales. (arti-culo 6,U. yde la sentencia del
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de a3 de abril de 1977
(uunto Kónig) , en el sentido de que el derecho a la juns­
cl1cdón contemplado en el a.rt1culo 24,l--..no puede entenderse
como algo desligado del Uempo en que debe prestarse por los
órgan08 del Poder Judicial-, sino que ha de otorgarse por éstos
.dentro de los razonables términos temporales en que las per·
sonas lo reclaman en el ejercicio de sus derechos -e intereses
legítimos-; y que el .proceso público sin dilaciones indebidas.

-a que se rtlflere el articulo 34,2 no es sólo (como pudiera pen­
sar$e por él contexto pneral en que se uttliza esta expresión)
el proceso penal. sino que dentro del concepto general de la
efectiva tutela judicial debe wantearse como un posible ataque
al mismo las dilaciones lnlus"{Uiced.as que puedan acontecer en
cualquier proceso, Corno en el caso entonces sometido a este
Tribunal, en el presente resulta innegable que el retraso cau­
sado por el .,xtravio del expediente·o la inactividad de la Sala
para suplirlo ha. de considerarse excesivo -respecto aL tiempo

J. ANTECEDENTES

1. En 17 de julio de ..1982, el Procurador señor Dorremochea
Aramburu presenta recurso de amparo en nombre de 1& Dipu.
tación Foral de Navarra, con 1& súplica de que se restablezca-a
la mencionada Corporación en el derech.o a la tutela efectiva de

los Tribunales, dejando sin efecto los autos de la Sala Sexta
del' Tribunal Supremo de 3 de mayo y 25 de junio de 1982, y dé­
cretando la admisión del recurso de casación número 88.384 in·
terpuesto por la Diputación Foral, con obligación de- entrar a
conocer del mismo.

Los antecede?tes que expone el recurrente son...,lossiguientes:

a) El día 3Ó de enero de 1982 1& Magistratura de TrabaJo
número 2 de Navarra dictó sentencia en proced1miento 615/1981,
incoado por don Eduardo Gutiérrez ele Cabiedesy Femáridez de
Heredia,' en ~lamaclón por- despido, contra la Diputación Poral­
de Navarra, Universidad. Nacional de Educación "a Distancia,
Patronato del Centro Asociado de Na.varra, UNED y Fondo de
CarantiaSalarial, desestimando las excepciones alegadas por 108
demandados y estimando la demanda interpuesta" con declara-­
ción de la nulidad del despido y condenando a la excelentísima
Diputación Foral de Navarra a la readmisión del deme.ndante y
abono de salarios de tramitación, con absolución de los demás
codemandado$; en la notificación de la. sentencia, la Magistratu­
ra de Trabajo Lndicaba ciue podía interponerse recurso de casa.­
ción en el plazo de dlez días,' para 10 que se se:tialabe. como ln~

dispensable la consignación de los salarlos de tramitac1ón, más
el 20 por 100 y la constitución de un' depósito de 5.000 pesetas en
la Cal~ General de Depósitos. .

bl Contra dicha- sentencia, la Diputación Foral de Navarra.
preparó el correspondlente recurso de casación por Infracción
de Ley, para lo que consignó los salarios de tramitación incre­
mentados en Un 20 por 100 y" en cuanto al depósito, pese a
considerar que como Corporación local gozaba dé exención,_ a

SENTENCIA

En el 'recurso de amparo número 278/1082, formulado por don
José Manuel de Dorremochea Aramburu, Procurador de los Tri~

bunales, en representación de la Diputación Foral 1e Navarra,
ba.jo la direcció.n del Letrado don Angel Serrano Azcona, -contra
autos de 3 de mayo y 25 de lunio de 1982; dictados por la Sala
Sexta del Tribunal Supremo en rectp'SO de casación número
68.384. En el recurso' han comparecido el Abogado del Estado, el
Ministerio Fiscal y el "Procurador de los Tribunales clan Santos
Gandarillas Carmona, en nombre y representación de don _Eduar_
do Cutiérrez de Cabiedes y Fernández de Heredla. bajo la di·
rección de lo~ Letrados 'do.n Eduardo Gutiérrez de Cabiedes y
don Javier Martínez de Murguía Besne, y ha sido ponente el,
Magistrado don Rafael Gómez-F'errer, quIen expresa el parecer
de la Sala.
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juicio, tal empleo <le 1& etécnica 'del tener por desistido_ alll
donde la parte ha man1fes"-do. hasta en el impreso misrqo de
constitución del depósito, .la volu.nt.ad de recWTir en casaci6n.
niega de forma no razonable (5TC 37/1982,- de 18 de juniO) la
concurrencia de un presupuesto procesal. por lo que constituye
una vulneración del .;uticulo 24 de la Constitución.

4. El Ministerio Fiscal por su parte alega que ha sido vul­
nerado el derecho a la tutela efecü·¡& de los Jueces y lribunales
consagrado en el articulo 24 de la Constitución,pues aunque a
su entender la normativa aplicada por las resoluclone5 impug­
nadas en orden a los requisitos del depósito para interponer-el
recurso de casación se halla. vigente, y no fue literalmente cum·
plida por la Corpora.c16n recurrente,' el defecto sería, en todo
caso. subsanable y. en una interpretación conforme a la Cons­
titución, DO tiene virtualidad para producir le. inadmisión_ -del
recurso. Es. además, pa.recer del Minbterio Publico que el ar­
ticulo 181 del TRPL. al dispensar del depósito al Estado. no tiene
virtualidad para derogar el articulo 861.4 de la L8L, excluyendo
a las Corporaciones Locales de la referida dispensa, dado que·
éstas son Estado (como enseña la STC de 2B -de julio ,de 1981,
ro número 4(l/1981J. ' ,

. 5. Por escrito presentado el 24 de noviembre de 1982, el Pro­
curador don Santos Gandarills.s Carmona, en representación de
don Eduardo Gutiérrez de Cabiedes, formula las -ale~aciones
siguientes:

al La Diputa.clón FpraJ de Navarra t:ar8qt de legitimacjón
para interponer recurso de amparo constitucional. pues tal re­
curso, según el articulo 53 de la ConstitucIón; 8e otorga a los
ciudadanos. Este precepto, interpretado a la luz de los preceptos
contenidos en el articulo 10. 1 Y 2, del texto constitucional, es
decir, de conformidad con la Declaración Universal de DerElchos
Húmanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las
mismas materias ratificados por España, ha de entenderse refe-
rido a los particulares. .

b) - No he. existido falta. de tute)a. efectiva ni -indefensión,
desde el momento en que la Diputación Foral tuvo la. oportu­
nidad de hacer efectivo su derecho en el proceso, y si le fue
lnadmitido el recurso. sólo a su actuación defectuosa. puede
imputarse tal resultado.

c) La Diputación Foral de Navarra tiene la obliga.ción de
co.nstituir depósito. ~es el articulo 181 del TRPL, al establecer
que el Estado queda exento de la constitución de depósitos.
aclara que tal exención no se extiende .a los organismos depen­
dientes de él que tengan régimen económIco autónomo salvo
los qUe expresamente gocen del beneficio' legal de pobrez~, con
lo que deroga el articulo 681.4 de la LRL.

dJ Las norma,s que rigen la consignación de los depósitos
son conformes con la Constitución y han sido interpretadas de
acuerdo con ella. y los actos que dieron lugar a tener por 'desis-·
tido el recurso de oasaclón son actos propios y libres de la
Diputación que vulneran una norma juridica. por lo q~ 'ha. de
estarse a sus consecuencias.

6, En las actuaciones remitidas a este Tribun8.I constan los
siguientes datos de interés: . __ '

a) El auto de 3 de mayo de 1002 impugnado dec1&ra desis­
tido el recurso de casación preparado por la representación de
la Diputación Foral, por entender que. de conformidad con 10
dispuesto en el articulo 181 de la Ley de Procedimiento labo-·
ral, en reladón con el articulo 1.0 del Ree.l Decreto de 11 de
ma.rzo de 1924. sobre administraci6n y aplicación de los depósi­
tos p~a interponer recurso de casación, debe constituirSe un
dep6slto de 5.000 peset.as en la Caja General de Depósitos a dis­
posición del Tribunal Supremo. entregando el resguardo en la
Secret8;ría, al personarse el recurrente. y de no realizarlo .en la
form~mdlcada los recursos se declararán desistido!. Y habiendo
cons~ltujdo la. parte recu'rrente el depósito a disposición de la
Maglstratura. procede. de conformidad con lo esta.blecido en
los citados preceptos. declllTar desistido el ,recurso preparado,

bl El auto de 25 de junio de 1932, también impugnado. de.
clara no haber lugar al recurso de súplica interpuesto contra el
auto anterior sobre la base. sustancialmente, del razonamiento
de qUe la constitución del depósito no se ha alustado a lo dis­
puest~ en el Real Decreto de 11 de marzo de 1924, y de que la
exenCIón de constituir depósito no comprende a las Corporacio­
nes. Locales_ afirmándose. por otra parte, que-- la referencia. al
a!"11cu,lo 24 de la Constitución es ineficaz ~n razón de que la "le­
glslaClÓn procesal invocada (excepción hecha del texto procesal
laboral de 13 de junio de 1980) es preconstltucional. y en tanto
n.o sobrevenga declaración de inconstitucionalidad permanece ~n
vigor y es a.pUcable.
_ c) En las a'Ctuaciones figura también el resguardo del depó­

SIto de 5.000 pesetas constituido por la Diputación Foral en el
qUe c0!lsta en el ~ecuadro correspondiente que ]a obligaci6n que
garantIza o finelIdad del depósito es el recurso de casación y
que la autoridad a cuya disposición se constituye es la Magis­
tratura .de Trabajo número 2 de Pamplona.

7.. Por provide.ncia de 23 de febrero de 1982 se sefialó para
vota.c';lón y fallo de este recurso el dia 2 de marzo siguiente. En
tal dIa se deliberó y votó.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS
,1. ~ primera cuestión que se plantea es la relativa & sI la

DIputaCIón Foral posee e no legitimación para formular el pre.
sente recurso ¡antecedentes 5, a)J.

Para resolver esta cuestión, hay Que partir del artículo 162.1,
b}, de 1& Constitución, que regula co~ carácter específico la le-
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gitimación para interponer el recurso de amparo, en _el sentido
de afirmar que está legitimada toda persona natural o juridica
que invOque. un interés legítimo. Y asimismo, con carácter com..
plement&rio, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional
-LOTC-, 1& cual establece en su articulo 46.1, bl ,.....en conexión
con el 44 ele la propia Ley-. que están legitimados para inter­
poner recurso de amparo constitucional contra resoluciooes de
órganos judiciales quienes hayan sido parte en el proceso judi­
ciai correspondiente.

Pues bien, de acuerdo con los preceptos mencionados, he. de
afirmarse que la legitimación para interponer recW"Sos de am­
paro no corresponde sólo a 105 tiudadanos, sino a cualquier per­
sona .....natUraI ojurictica- que sea .titular de un interés legiti­
mo. aun cuando no sea titular del ,derecho fundaroe'ntal que se
alega como vulner&do.

En consecuencia.,no puede sostenerse 1& falta de legitimación
de la Diputación Foral de Navarra -para promover el presente
recurso de amparo, --dada la personalidad de' la nlisma en el
momento de formular la demanda, y el hecho de haber sido
parte en el proceso antecedente. Legitimación sobre la que no
incide la Ley Orgánica 13/1982, de 10 de agosto. de reintegración
y amejoramiento del régimen foral de Navarra, que viene a
convertir a la Diputación en. Gobierno de Navarra como Comu­
nidad Autónoma, ya que tal Ley este.bleoe en su .disposición
adicional tercera -~e la Comunidád foral se subrogará en todos
los derechos y ob' aeiones de 1" actual Dipv.taci6n Foral, eiIl
cuanto Corporación ocal.

2. .Problema dís_tinto al de la legitimación. que conecta ya
con la cuesti6n de fondo. es el de determinar si el objeto del
recurso entre o no en el ámbito limitado del recurso de amparo,
que se circunscribe a la tutela de los derechos y libertades re­
cc;mocidos en los artículos 14 a 29 de la Constitución, y a la
objeción de conciencia de su artículo 30. Pues, en efecto, si
la Diputación -Foral (ahora la Comunidad Forall no fuera titular
del derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce el articu­
lo 24 de la Constitución a '"todas las personas.. , resu,taríaQUEl~ "
como ha sido, la única afectada en su eventual derecho funda­
menl;8.1 por la resoluci6n impugnada.,·. el presente recurso no
tendría por objeto la tutela de un derecho fundamantal suscep_·
tibIe de amparo, poi lo que debería. ser desestimado. Asi lo
acredita. por lo demás, .la simple lectura del articulo 55 1, de
nuestra Ley Orjránica. que contempla todos los posibles pronun­
ciamientos estimatorios, que enumera, en relación a la protec·
ci6n, reconocimiento y restablecimiento del derecho fundamental
vulnerado. .

De aqui la necesidad de resolver si el ·articulo- 24, 1, de 1&
Constitución al afirmar que .todas las personas tienen derecho
a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el
ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que en ningún
caso pueela producirse indefensión... comprende a la Diputación
Fonl cuando actúa en una ,relación la.boral, que' es el caso aqui
planteado, . . '

El re,currante. al hilo de la leg1t~ación. sostiene que la titu­
laridad de los derechos fundamentales y libertades públlcassus­
ceptibles de amparo sólo corresponde a los ciudadanos, a cuyo
efecto cita el articulo 53,2, de la Constitución. La Sala. sin
embargo, no puede compartir esta interpretación del mencio~
nado precepto. ya qUe basta leer los articulas 14 a 29 para de­
ducir el sentido del artículo 53, 2, que -es el de afIrmar que
cualquier ciud'8dano puede recabar la tutela de tales libertades
yderechps, es decir._ que todos los ciudadanos son titulares de
los mismos. pero sin 'que ello limite .la posible titularidad por
otras personas.

La cuestión de la titularidad de los· derechos fundamentales
no puede ser resuelta con carácter general en relación a todos
y cada uno de ellos. La mera lect.ura de :os articulas 14 a 29, a
que antes nos referiamos. ...acredita que existen derechos funda­
m811tales cuya titularidad se reconoce expresamente a quienes
no pueden calificarse como ciudadanos, como .las comunidades..
-&rtfculo 16-. las persona.s jurldicas -artículo 27 6- Y los
sindicatos -artículo 28.2-: qUe hay otros derechos ru.ndamenta.
les que por su propio oo.rácter no entran en aquéllos de los que
eventualmente pueden ser titulares, las personas fur1dicas, como
la libertad personal -artículo 17-, y el derecho a la intimidad
familiar -artículo 18-; y, por último, en algún supuesto, la
Constitución utiliza expresiones cuya alcance hay que determi­
nar, como sucede en relación a la expresión "'todas las personas..
qUe utiliza su articulo 24.

Pues bien. la. expresión .todas las personas.. hay que inter­
pretarla en relación con el é.mbito del derecho de que se trata.
es decir. con ..la tutela efectiva de los Jueoes y Tribunales_, que
comprende l6eicamente. en. principio, a todas las personas que
tienen capacidad para ser parte en un proceso,. capacidad
que no puede neg,rse a la Diputación Foraf -hoy Comunidad
Foral- en sus relaciones jurídico-laborales, sin que sea nece­
sarIo examinar en el presente recurso si la solución anterior
sería también de aplicación en el supuesto de que Se tratara
de relaciones da caré.eter jurldico-administrativo. Por lo demAs,
y 'como es sabidq, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos
ha entendido de caSCd en que los conflictos han sido promovidos
por personas juridicas (sentencias de 27 de octubre de 1975 y
de 6 de febrero de 1976). Y el artículo 6.0 del Convenio reconoce
el derecho a la tutela Judicial, para las relaciones civiles'Y pe~

nales, expresión que no tiene el sentido de excluir las de carAc­
tes laboral, ni por lo tanto los recursos qUe tienen por obleto la
actUAción de los órganos ludiclales competentes en materia In..
boral (sentencia del Tribunal Europeo de 6 de mayo de 1981,
caso Buchholz). Por lo que. en definitiva. &1 tuviéramos que
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acudir a los tratados y convenios ratificados por Eapatl.a para
interpretar el articulo 24, 1, de la Constitución -de acuerdo con
su articulo 10.2- quedaría con(irmacia 1& conclusión e.ntértor
que deriva de una interpretación 16gica de la propia norma fun­
damental, que es de preferente aplicación.

En conclusión, entendemos que la Diputación Foral -ahora
Comunidad -Foral- es titular del derecho a la tutela ¡Udiei&!
efectiva que establece el articula 24 de 1& Constitución cuando
actúa en relaciones ele carácter laboral.

3. Entramos ahora lInel _examen del fondo del &liunto, que
consiste en determinar si los autos impu¡;oadoS" han vulnerado o
no el articulo 24- de la Constitución. precepto que es plenamente
aplicable a ,partir de la vigencia de 1& norma fundamental. sin
que pueda entenderse como un precepto meramente programá­
tico, pendIente de desarrollo legislativo para su vigencia efec­
tiva. En co.nsecuencia, las normas _preconstitucionales deben in­
terpretarse de conformidad con 1& Constitución y han de enten­
derse derogadas en cuanto sean incompatibles Con la misma, tal
y como preceptúa su disposición derogatoria, número 3; deroga~

ción qUe puede ser apreciada par los Jueces y Tribunales ordi­
narios, tal y como hemos señalado en la sentencia de 2 de
febrero de Hlal, recaida en el recurso de inconstitucionalidad
número 188/1980 (fundamento juridico 1, B...BOE" de 24 de
febrero de 1981).

Sentado lo anterior, es neeesario detenninar cuál es el al­
cance del articulo 24 de la Constitución en relación tanto a si
determina la necesidad de que haya de existir un sistema de
recursos que garantice una doble resolución 1udicial sobre un
mismo derecho o interés, como en orden al alcance del derecho
fundamental una vez establecido tal sistema. Lo que permitirá,
en su segunda fase, entrar en el examen de la cuestión plan.
teada en relación a la apUcación del mencionado precepto en el
recurso de casación.

Como ha señalado el' Tribunal en reiteradas ocasiones, el
derecho a la tutela efectiva de Jueces y Tribu.nales consiste en~
el de obtener una resolución fundada_ en Derecho, sea o no
favorable a la pretensión del actor, que podrá ser .de inadmisión
siempre que concurra ·una causa legal pará d-eclararla y asi lo
acuerde el Juez o Tribunal en aplicación razonada de la misma.
El derecho a la tutela judIcial. según ha declarado también el
Tribunal en reiteradas ocasiones, .no comprende el de obtener
dos, resoluciones ludiciales -a través del sistema de doble ins­
tancia o mediante otros recursos como el de casación- de forma
que obligue a crear· un sistema de recursos al legislador, pero
una. vez establecido tal sistema hemos dee.i'irmar que el men­
clonado derecho comprende el de utilizarlo de acuerdo con la
Ley y el de obtener una resolución fUndada en derecho en el
recurso correspondie.nte, en los ténninos antes expuostos. Teda
ello dejando aparte las peculiaridades que f$presenta el derecho
del articulo 24.1 de la Constitución en el orden penal, por ser

ajeno por completo tal aspectó a la cuestión planteada en el
presente recurso, peculiaridades que ha.n precisado las senten­
cias del Tribunal números 42/1982, de 5 de julio (..BOE" de 4 de
agosto. fundamento jurídico oorcero), y -16/1982. de 14 de di·
ciembre (.. BOE" de 15 de enero de 1983, fundamento jurídico
quintol.

En de:t'1nitiva. dado que en el orden laboral .se encuentra
previsto un sistema de recursos -de suplicación y casación­
contra las -sentencias de Magistratura. le trata de determinar
si los autos impugnados, en Cl.lanto declaran desistida a la parte
actora del recurso de casación._ han. vuLnerado o no el articu~

lo 24 de la. ConstitucIón. Y a tal efecto. hemos de recordar una
vez mé.s que el arttcu!o 24, 1, no cbntiene sólo una prohibición
respecto'e, la indefensión. slno también un contenido positivo
en orden a la tutela efectiva. que ha de ser tenido en cuenta
a la hora de aplic.ar el prIncipio de interpretacIón de la .legali­

,dad ordinaria de conformIdad con la Constitución. _
4. La pa,rte adora aduce dos razones en apoyo de su tesis

de que 'se ha prOducido una. vulneración- del articulo 24 de 1&
Constitución. En primer lugar, el defecto formal en la consUtu·
ció.n del depósito no tustitica a. su juicio la declaración dedesla­
ttmiento;. y, en segundo térmIno, sosUene que la Diputación Fo­
ral estaba exenta de constituir el depósito. En el presente· epi~

greJe nos referimos a la primera de elIas.
Para valorar esta alegación ha. de tenerse en cuenta que el

articulo 181 del texto refundido de la· Ley de ProcedImiento La­
boral establece la obl1gaclón de consignar como dep~ito 5.000
peseta.s por cada recur5Q, de ca.se.ción ..E\U la Caja Genera.l de
Depósitos, entregando el resguardo en la Secretaria del Tribunal
Supremo al-personarse el recurrente". El último párrafo de este
precepto establece que ..si· no· se constituyen estos depósitos en
la forma indicada anteriormente los recursos -se declararlln desis~
tidos". .

Pues bien, la parte actora consignó como depósito las 5.000
pesetas. y entregó el resguardo en la Sec(etar1a del Tribunal
Supremo al personarse; no obstante. lo cu&l se le declaró desis~
tid.. del rec\U'Ío porque la constitución del depósito no se hizo
~ la d1sposicióndel Tribunal Supremo. sino de la Magistratura,
por 10 que no se afustó a lo dispuesto en el Real' Decreto de 11

, de marzo de 1924, cuyo articulo 1 regula los depósitos que han
de constituirse con arreglo a las prescripciones de la Ley de
Enjuiciamiento Civil en el sentido de que serán impuestos ..a.
los fines procesales que cOtTespondan 1 a la· disposición del
Presid~te del Tribunal Supremo. al que corresponderé. ordenar
su aplicación y, en su consecuencia. dlctár las dtSl)osiclones.
necp.sma.s para llevarlo a efecto". Este Real Decreto es de apli'­
caclón por su carácter complementarlo de 10 disl'ul!lsto en la Ley
de Enjuiciamiento Civil en orden a la constitUCión de depósito~

11

para interponer recursos de" casación, Ley a 1& que remite a su
vez 1& disposición &dlctona!. del texto refundido de Proce<Ílmien to
La.boral, el cual preceptúa. que ..en todo lo no previsto en esta.
Ley y demás preceptos de la legislación social se estará. a lo
que dispone 1& Ley de Enjuiciamiento Civil". . .

Planteada ui la cuestión, el pl'oblem& que tenemos que
resolver ea ei relativo a si la. interpretación efectuada de las
normas vtaentes .ha sidó' o no contarme a la Constitución, y
. en concreto a lo dispuesto en el articulo 24 que teconoee el
derecho a la tutela efectiva de Jueces y Tribunales en el ejar.
ciclo de lo. derechos e intereses legitimos, precepto que, como
ya hemos puesto de relieve, contiene un tnandato positIvo que
obliga a interpretar la normativa vigente en &1 sentido más
favorable para la efectividad del derecho. fundamentaL

El articulo 181 de 1& Ley de Procedimie¡J,to Laboral, ai decir
que si no se constituye el depósito en la forma indicada an­
teriormente 'clos recursos se. declararan desistid.os", viene a
establecer una presunción legal d, que la falta de constitu·
ción del depósito en dicha forma supone una voluntad del
actor de apartarse del recurso. Esta presunción, como estable­
ce el artículo 1.251 del Código Civil con carácter general, es
turis tantum, es decir puede destruirse mediante prueba en
contrario, y en el caso planteado es evidente que tal prueba
existe, ya qUe la Diputación Foral constituyó el depósito en ta
cuantia señalada por el precepto, y para los fines procesale,j
del recurso, entregando el resguardo en la Secretaría del Tri­
bunal Supremo, por lo ClUe es evidente que existe una voluntad
de proseguir el recurso que no puede entenderse en absoluto
desvirtuada por el defecto formal eometido, que no va en con­
tra ademAs del tenor Literal del articulo 181 del texto refundido
de procedimiento laboral, sino de un Oecreto aplicable en.
Virtud de la remisión se1\altWa.

Tal defecto. obviamente, no Incide en modo alguno sobre
la existencia de una voluntad. de recurrir, por lo que el de·
clarar desistido de un recurso por un dato meramente formal.
a qUien, con toda evidencia, ha J11anifestado su voluntad en
contrario. cerrando de este modo la vía para dIctar una reso­
lución fundada en Derecho sobre el fondo, constituye una iD·
terpretación del texto refundido qUe V'lilnera el derecho a la
tutela efectiva de Jueces y Tribunales y es contraria. por ello,
a la Constitución.

Las formas y requisitos procesales cumplen Un papel de
capital importancia para la ordena-cíÓD del proceso, pero no
toda irregularidad formal puede convertirse en un obstáculo
insalvable para su prosecución, especialmente en los supuestos
en que el legislador no lo. determIna de forma taxativa, por
limitarse a sentar una presunción de voluntad del e.ctor que
puede ser destruida mediante prueba en contrario.

Por 10 demAa, y como es claro, no corresponde a este Tri­
bunal el. examen de los medios existentes para qUe la autor!·
dad. ludicial obtenga la subsanación del error padecido. ~

5. El segundo razonamiento en eJ. qUe pretende 'fundamen­
tarse la violación· del articulo 24 <te la Constitución le basa en.
la afirmación de que la DiputacIón Foral estaba exenta de
constituir el de'Pósito por aplicación de 10 dispuesto en el ar·
tfculo 661, 4, de la ·Ley de Régimen Local que establece que
..las Corporaciones Locales estarln exceptuadas de la· presta,.
ción· de caUciones, fianzas o depósitos ante Tribunales de cual- .
quiar jurisdicción u Organimo de la Admilfiistración", por 10·
que al declarar desistida a la parteactora del· recurso de c..
saclón, dada la lITegularidad productda &1 constituir el depó-o
sito (del que esté. exenta), la8 resoluciones impugnadas vul·
neraron el articulo 24, 1, de la Constitución.

Dado elcarAs=ter formal del derecho reconocido en el
articulO! 24, 1, de la Constitución, la determinación de si se
vulneró o no tal derecho requIere examinar si la legalidad apli­
cable se apreció o no adecuadamente. ya qUe la lleA"alidad
en la actuacIón puede constituir una inconstttucionalidad en
la medid. en qUe vulnere el derecho a la tutela ludic1~1 efec·
tiva. Sólo desde la 'D8rspectiva constitucional. en cuan to pueda
nroductr una vulneración de un derecho fundamental. nade­
mos entrar en el examen de la aplicación de la leltaltdad, sI
bien delando un margen de apreci&ción a los TriDunales or­
dinarios, a los que eorres1)Onde con carietar p;eneral la tutela
de los derechos fundamenta·)es como recuerda. el articulo 41
de nuestra Ley OrK4niea. de forma tal que sólo cuando las
decisiones 1udlcl&les pueden ednstderarse como contrarIas al
contenido del artículo 24. 1 de la ConstitUción. {mico del que
aquí se trata. 'POdn1 el Trtbunal f1scalizar su contenido.

Tal mar~n de' apreciación no ha sido superado en este
punto l)or las resoluciones lmnulPladas, ya que la determin....
ción de si debe prevalecer 10 dispuesto en el artículo 661, 4, de

-la Ley· de Bé.-lmeil Local de 1955 o el artículo 181 de 1& Ley
de . Procedimiento Laboral, es una cuestión Que requiere una
valoración de le~alidad. muy completa, si se tiene en cuenta
Que ambos son textos refundidos. que el orl,cen del mencio'"
nado artículo 181· pUede encontrarse en la Ley de 22 de di·
eíemhre de 1949 --e.rtículo 25. lllttmo 'Pá-rrafo-. mientras que
el del artículo 681, 4. es más difuso. al no aparecer un precepto
simflar en los textos que. vtene a' r'9fundlr de 1950 Y 1953..;...01
en lu Leyel de Bales de 1945 '1 1QS3-. Y 'POr otra parte. aun
nartiendo de 1& corrección de ambos textos refundidos. habría

-que entrar a -ponderar su com'Datihiltdad o tncom-oattbiUdad.
'J en. este l1ltimo caso en el examen de culol debe 'PrevalElcer...
cuyo efecto habría Que manelar las técnicas de intArpretaci6n.
8decuadas. determinando con exaetihtd las fecha·s de surgi­
mIento de cada pre~pto~ Y valorando sU .R'eneralldad o espe·
cial1dad. En fin, una. valora.ctón compleja de la lega'Udad,

)
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EN NOMBRE DEL REY

la siguient~

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONsTITUCION
DE LA NACION ESPAJ'lOLA.

BOE.-5upI. al numo 87

Ha elecidido:

1.° Estimar en parte el recurso de amparo formulecdo por
la representación de la Diputación Foral de Navarra y a tal
efecto:

al Decla.rar la nulidad de los ~utos impugnados de 3 de
mayo y 25 de junio de 1982, por lo que. respectivamente, se
declara desistido· el recurso de cas&ciÓD por infracción doe Ley
preparado por la Diputación Foral ele Navarra contra la sen~
tencia de la Magistratura de Trabajo numero 2 de Navarra, y
8e declara no haber lugar al recurso de súpllca interpuesto
contra. el primerq; .:retrotrayendo las actuaciones elel recurso
de euación número 68.384, en el que. se dictan tales autos, al
momento inmediatamente anterior al de dictarse la primera de
ambas resoluciones. .

b) Reconocer el derecho de la p8.rte actora a qUe no-se 1.
tenga por desistida del mencionado recurso de casación por
eq defecto formaJ pr.oducido en la constituCión del depóslto de
5.000 pesetas.

2.° Desestimar eJ. recurso en todo lo demás.

Publíquese eIl el ..B~letin Oficial del Estado•.

Dado en Madrid a 14 de marzo de 1983.-Manuel Garcia.
Pelaya Alonso.-Angel Latorre SegUr8.-ManueIDfez de Ve­
lasco ValleJo.-Gloria Begué Cantón.-&afA.el G6mez-Ferrer Me­
rant.-Ang~l Escud~ro del Corra1.-Firmados y rubricados.

demandante· para la utilización del nombre, ,siglas y símbolos
del PCEKy para actuar en su nombre y representación pública
y privadamente".

2. Días después. ya durante el mes ·de febrero de 1962, don
Juan Marta. JáiJregul Apalategui, por &tiento cuya fecha ~l

recurTente desconoCtl, pues afirma que de -él nunca se le dio
traslado, -se dingióen nombr~ del PCEK, rama de don Ramón
Ormazá.bal al Presidente del Ayuntamiento de Zumárraca, in·
tereBando de la Corporación Municipal la sustitución de don
Miguel Angel Alonso lbáñez como Concejal por haber causado
baja en el partido. En ei orden del día de la sesión plenaria del
Ayuntamiento de ZumárrE\ga de 11 de marzo_de 1982 se incluyó
el conocimiento por la Corporación de la sohcitud formulada
por don Juan Maria Jáuregui pidiendo la sustitución del hoy
recurrente como Concejal, en virtud del articulo 11.7 de la Ley
39/1978, de 17 de' iu1io, sobre elecciones locales. Asimismo se
incluyó la solicitud de don Roberto Lertxundi manifestandL c:.'le
el Concejal don Miguel Angel Alonso Ibáfie2 ",sigue gozando
de la plena confianza del Partido Comunista de Euskadi", cue
en ningún momento se ha planteado la posibilidad de su sus­
titución. solicitud a la que se acompafta:ba testimonio judicial
de la admisión a trá~te de su demanda presentada ante_ el
Juzgado de Primera Instancia número 1 de los de BiJbao.

Abierta la sesi6n, el Concejal don Miguel Angel Alonso lbá­
ñez fue requerido para que la abandonara durante el debate del
asunt6 que le conc,ernía, respecto al cual se tomó el acuerdo
ante la petición de sustitución del Concejal don MIguel Anael
Alonso lbáñez ..por haber causado baja en el partido_, formu­
lada por don Juan Maria Jáuregui Apalategui ..en nombre y
representación del Partido Comunista de Euskadi-, de ..declarar
aprohado por mayoría simple el cese del Concejal don Miguel
Angel Alonso Ibé.ñez!'.

s. InteTpuesto contra este acuerdo recurso contenc1oso-ad.
ministratlvo electoral ante la Audiencia Territorial de Pam­
plona.: la Sala de ·10 ~Contenc1oso pronunCió sentencia a 8 de
juni9 de 1982. desestimándolo. El recurrente hace constar que
pIdió ia anulación del acuerdo municipal por aplicación indebtda·
del artículo 11.7, LEL, por causa de la nulidad de procedimiento
y por vulneración de los derechos' constitucionales del recurren­
te. garantizados por los articulos 14 y 2:'1 de la Constitución.
Asimismo afirma que el Abogado. del Estado estimó procedente
la impugnación del acuerdo, por entender que el problema plan­
teado ..no es la separación y expulsión del recurrente del Par­
tido, sino la forma.ción de un nuevo partido pol1tico, y por tanto
no es de apllcación el artículo n.7 de la LEL".

4. Contra el acuerdo del Ayuntamiento de ~umárraga, con­
firmado por la sentencia de la Audiencia. presentó don Miguel
Angel Alonso Ibáftezoportunamente recurso de amparo ante
este Tribunal por estimar que el acuerdo municipal de 11 de
marzo de 1962 constituye una violación del derecho de igualdad
ante la ley (articulo 14 CE), ..así como una violación al derecho
al ejercicio. en condiciones de igualdad, de cargos públicos r ...
presentativos electos mediante sufragio universal reconocido en
el artículo 23 de la Constitución_o Por consiguiente. el amparo
que se solicita. y. que el recurrente formula con toda claridad
en el suplico de su demanda, consiste en:

al Declar\cl6n de nulidad. del acuerdo de 11 de marzo de
1982 del Ayuntamiento de Zumárraga.

b> Reconocimiento del de~ho del demandante a ejercer el
cargo publico de Concejal para el que fue elegido.

c) Restablecimiento del demandante en su condición de Con­
cejal del Ayuntamiento_de Zumáraga..

12 abril 198312

9903 PUmo. Recurso de -amparo número ~/1982. Se""
tenciG número 00/1983, ele 1~ de marzo, y yoto par­
ticular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel Gareía-Peiayo y Alonso, Presidente, y don JeróD.1mo
Arozamena SIerra, don Manuel Díez de -Velasco Vallejo. don
Francisco Rubio LloreDte, dota Glor1a Bagué Cantón, don Fran­
ciaco Tomás y Vallente, don Rafael Gómez-Ferrer Morant,
don Angel Escudero del Corral, don Antonio Truyol Serra _y
clon Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha pronunciado

como fácilmente seobs8rva, Que impide que desde la perspec­
tiva conatituciOnaJ podamos afirmar que en este punto las
resolucIones judiciales le: han movido m6I aJ.lá del terreno de
la legalidad iDcldlendo en .el derecho I"8cOJJoc1do en el articu­
lo 24. 1, de la Constituci6n. . , .

6. A parttt de 1alJ oonstderaclones anterJoreI. y al haber
apreciado Que las resoluciones judiciales impugnadas han vul·
nerado el derecho a la tutela Judicial efectiVa del articulo 24
eLe la ConstitucJ6n '(fundamento jundico 3). procede estim&r'
el recurso de ampero. De &Cuerdo con el articulo 55, 1, de nues­
tra Ley Orgánica debemos declarar la nuUdad de loa autos
recunidos y retrotraer _ las actuaciones al momento inmedia­
tAmente anterior a 1& fecha del primero de ellol. reconociendo
el derecho de la parte &etora a que no se le ténga por des~

tida del recurso por el defecto form&l producido en 1. consti­
tución del depósito d~ 5.000 'pesetas. oon lo que entende­
mos queda restablecido el actor en su derecho fundamental.,
Sin qUe por nuestra parte podamos declarar. como se nos pide,
la admisión del recurso _dé casación y la obligación del Tri­
bunal Supremo de entrar a conocer del mismo, ya que nues­
tra sentencia. de acuerdo con elarUculo 54 de la ¡:lrop!a Ley
Orgánica no puede extenderse. més all' de lo necesario pBl'a
preservar o restablecer el derecho fundamental vulnerado.

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 245/82, formulado por clan
LUis Pul&,&r Arroyo, Procurador de los Tribunales, en nombre
., -representacIón de don Miguel Angel Alonso lbáfiez, dirigido
por la Abogada doña Concepción de -la Peila Fuentes, contra
acuerdo del Ayuntamiento de Zumárraga, confirmado por 1&
Sala d~ lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri­
torial de Pamplona, sobre cese del actor en el cargo de Con­
cejal. En el recurso ha comparecido el Abogado del Estado y
el Ministerio Fiscal -y ha sido ponente el Magistrado don Fran.
cisca Tomt\s y Valiente, quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

1. El recurrente- en amparo, don Miguel Angel Alonso Ibá­
dez, fue elegido concejal del Ayuntamiento de Zumárraga (Gui-·
púzcoa), en las elecciones del 3 de abrU de 1979, a las que con.
cWTió en las listas del Partido Comunista de Euskadi (en
adelante PCEK) en caUdad de miembro de dicha formaCión poli­
tic•.

Subsistente el mandato electoral, el Congreso del PCEK acor­
dó converger ..polltica y organizativamente. con otras forma.
ciones- politicas de izqUIerda para proceder a ..la mutua auto­
transformación" de todas ellas en una nueva organización que
habría de denominarSe ..Euskadiko Eskerra-Izquierda para el
Socialismo_o El Partido Comunista de Espalia (en adelante PCE)
expresó su disconformidad con la línea de actuación del PCEK y
promovió el fraccionamiento de esta formación política en dQs
estructuras escindidas, una de ellas derivada de las previsiones
contenidas en los Estatutos del PCEK y otra derivada de las
decisiones adoptadas por el Comité Central del PCE el· día 22
ele octubre de 1981, si bien tanto la una como la otra se auto­
atribuían publica y contradictoriamente ..la legitimación exclu­
yente para representar y administrar los intereses del Partido
Comunista de Euskadi" (PCEK>. En el primero de estos dos
..conjuntos organizatlvos" corresponde la representación legal
del PCEK a don Roberto Le,rtxundt, mientras qUe en ..la or­
ganización escindida" (ténninos usados aquí siempre en funci6n .
del relato de los hechos que ofrece el recurrente en su deman­
da) cumple esa fundón, entre otras personas,' donRam6n Dr-
mazé.bal. .

Intentado stn éxito el acuerdo amistoso la organiEación del
PartIdo Comunista de Euskadi. represent8.da por don Roberto
Lertxundi, interpuso el 25 _de enero de 1982 demanda a.nte el
Juzgado ele Primera Instancia ele Bilbao contra la organización
representada por don Ramón OnnaztLbal, con la pretensión de
obtener ..la declaración de legitimidad única de la organización
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